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Dos meses después de que la Ope-
ración Molinos revolucionara la 
actualidad aragonesa, se pueden 
sacar ya varias conclusiones: hay 
evidencias innegables de una en-
quistada trama de corrupción en 
el Ayuntamiento de La Muela, el 
papel de varios departamentos del 

Gobierno de Aragón está más que 
en entredicho —pese a lo cual, la 
única ‘baja’ política proviene del 
Ayuntamiento de Zaragoza— y, al 
menos por ahora, parece que el 
maremoto no sale de las fronte-
ras de La Muela, a pesar de que 
existen similitudes entre el fuerte 
desarrollo de este municipio en los 
últimos años y el de otras locali-
dades en el entorno de Zaragoza. 
Quizás tan solo falta esperar a una 

hipotética segunda fase de la ope-
ración policial...

El paso de las semanas ha servi-
do para desentrañar más en qué se 
fundamentan las acusaciones del 
juez Lajusticia, encargado de ins-
truir la causa. Los cientos y cientos 
de horas de conversaciones entre 
los implicados grabadas por las au-
toridades policiales (en concreto, 
de la Unidad de Delitos Económicos 

Los dirigentes del PSOE y el PAR eluden entrar a fondo en las implicaciones de la trama 
para intentar salvar la coalición de gobierno

El paso de las semanas ha servido para dibujar el mapa de corrupción en el municipio, con 
una decena de desarrollos urbanísticos bajo sospecha

L A  D G A  Y  L A  O P E R A C I Ó N  M O L I N O S

La estrategia del avestruz

Algunos vecinos de La Muela han comenzado a movilizarse para protestar contra la corrupción. Fotos Victor Lax
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y Financieros de la Policía Nacional, 
que ha manejado la investigación 
en colaboración con efectivos de la 
Agencia Tributaria) han sacado a la 
luz el día a día de sus actividades, 
presuntamente delictivas. Por lo 
visto en este tiempo, queda claro 
que la discreción no era la mayor 
de las virtudes de algunos de los 
imputados, que evidenciaron en 
sus diálogos telefónicos un profun-
do afán de lucro personal incluso a 
costa de menoscabar las arcas mu-
nicipales. “Para qué me metí en Ru-
manía, si con dos trapichecos que 
hago por aquí me sobra”, le recono-
ció abiertamente el concejal Juan 
Carlos Rodrigo Vela al empresario 
de Cuarte imputado, Luis Mariano 
M. L. “A mí lo que me sobra es el 
dinero... por desgracia”, se lamen-
tó Jorge Embarba Pinilla (que no 
está imputado) ante una amiga. 
La falta de prudencia se constata 
también en el elevado nivel de vida 
de varios de ellos, como por ejem-
plo la familia Pinilla, con un par-
que de vehículos y una relación de 
fincas y viviendas más propios de 
millonarios.

En el Gobierno de Aragón

Punto y aparte merece la clase 
de reacción por la que ha optado 
el Gobierno de Aragón a raíz de 
los innegables contactos de des-
tacados dirigentes políticos con la 

alcaldesa de La Muela y con otros 
imputados, siempre con el objetivo 
de conseguir sacar adelante desa-
rrollos urbanísticos que en otras 
localidades serían impensables. La 
facilidad con la que María Victo-
ria Pinilla descolgaba el teléfono 
para hablar con consejeros y vice-
consejeros pone en entredicho que 
exista equidad y un criterio claro al 
aceptar o bloquear un determina-
do planeamiento. Pese a ello, en la 
DGA se ha optado por la estrategia 
del avestruz.

Si en el PAR sus dirigentes bas-
tante tiene con eludir los ganchos 

lanzados por los medios de co-
municación (varios de ellos), en 
el PSOE la respuesta ha sido muy 
tibia (para el presidente Iglesias, 
los delitos son de “índole perso-
nal”). Los responsables socialistas 
se han amparado en el argumen-
to de dejar trabajar con tranqui-
lidad a la Justicia para no entrar 
a valorar las noticias surgidas. La 
nota discordante, una vez más, la 
ha puesto el presidente de la Di-
putación Provincial de Zaragoza, 
que desde que Marcelino Iglesias 
anunciara que no se presentará a 
la reelección parece especialmente 

La familia Pinilla presenta un parque de vehículos y una relación de viviendas más propios de millonarios.

 

La investigación de la Policía en la presunta trama de co-
rrupción urbanística en La Muela se desencadenó por dos 
denuncias, una anónima y otra presentada por quien ahora 
es testigo protegido (uno de los dos que tiene el caso).

En octubre de 2007, un remitente que no dio a conocer 
su nombre reveló ante la Fiscalía Anticorrupción de Madrid 
la venta de numerosas parcelas de suelo de la sociedad urba-
nística por debajo del precio de mercado. Según la documen-
tación enviada, el valor del terreno era hasta diez veces ma-
yor a lo finalmente retribuido, lo que según los denunciantes 
suponía una merma a las arcas municipales.

La segunda denuncia se llevó a efecto dos meses más tar-
de, poco después de que se estableciera en Zaragoza una 
oficina de la Unidad Policial de Delitos Económicos y Finan-
cieros (UDEF) de la Policía Nacional. Esta demanda, contra 
la alcaldesa por los presuntos delitos de “prevaricación y/o 
defraudación de caudales públicos”, se fundamentaba en dos 
apartados. Por un lado, se destacaban incontables irregula-

ridades en la contabilidad tanto del Ayuntamiento como de 
la sociedad urbanística, cuya gerencia ostenta la empresa 
Aranade (su presidente, Julián de Miguel, también está im-
putado). 

Entre otros documentos, se aportaban varias auditorías de 
la sociedad municipal; una de ellas, la del ejercicio de 2005, 
detectaba un agujero económico de 6,8 millones de euros y 
la existencia de varias adjudicaciones sin concurso previo. En 
el año siguiente, la sociedad urbanística declaró beneficios 
gracias a que registró como ingresos 4,7 millones de euros 
provenientes de un campo de golf inexistente.

Mientras, la segunda parte de esta denuncia hacía refe-
rencia al polígono de Centrovía. Junto a los documentos que 
dejaban clara la veloz tramitación de la sexta fase, se incluía 
una compleja operación urbanística por la que, a través de la 
doble inmatriculación de parcelas, una bolsa de suelo acaba-
ba en manos de Aranade, lo que sucedió con las dos primeras 
fases del polígono industrial.

AL MENOS DOS DENUNCIAS DIERON ORIGEN A LA OPERACIÓN
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interesado en desmarcarse del Go-
bierno de Aragón. Javier Lambán 
ha optado por el discurso de que 
la mejor solución es una gestora, a 
pesar de reconocer que se trata de 
un proceso demasiado complejo. 
El presidente de la DPZ lo ve fácil: 
esto se lograría si todos los conce-
jales dimitieran. Un escenario que 
hoy por hoy no se contempla.

No es cierto del todo, en cual-
quier caso, que el PAR se haya 
mantenido completamente al 
margen. De hecho, el comité in-
tercomarcal de los aragonesistas, 
dirigido por el diputado provincial 
José Antonio Sanmiguel, recla-
mó públicamente a los concejales, 
tras disolver el grupo municipal, 
que devolvieran sus actas. El PAR, 

que durante estas semanas se ha 
preocupado por romper cualquier 
tipo de vínculo con María Victoria 
Pinilla, optó así por un gesto más 
bien para la galería. Todavía están 
en la retina de las incontables vi-
sitas de dirigentes regionalistas 
como Biel, Boné o Aliaga para 
inaugurar desarrollos industriales 
o nuevas infraestructuras en el 
municipio. 

La situación ha cambiado has-
ta tal punto de que al consejero 
de Medio Ambiente, que hace no 
demasiado se deshacía en elogios 
hacia Pinilla en la inauguración del 
Museo de la Vida muelano, no le 
ha temblado la mano a la hora de 
reclamar al Ayuntamiento 435.000 
euros por obras sin realizar o a 
medio hacer y ya subvencionadas. 
O de manifestar su “desagradable 
sorpresa y decepción” ante la pre-
sunta implicación en la trama de 
su guardaespaldas, Antonio R.V., 
quien precisamente el día en que 
se desencadenó la Operación Mo-
linos se encontraba junto a Alfredo 
Boné en Turquía.

Paradójicamente, la única víc-
tima política hasta el momento 

Gran parte de la investigación por la presunta trama de corrupción en La 
Muela atañe a una decena de desarrollos urbanísticos, por la que están 
imputadas más de una veintena de personas. Este es el esqueleto de la 
Operación Molinos:

SR-1. Hasta quince imputados están relacionados con este sector 
residencial, el que mayor número de conversaciones entre los implicados 
ha acumulado. Los actores principales son los responsables de las 
empresas Brocober y Comofer, principales propietarios del suelo y que 
aspiraban presuntamente a lograr un pelotazo urbanístico, por el que 
habrían además cobrado comisiones la alcaldesa, Julián de Miguel y 
Carmelo Aured.

CENTROVÍA. Varias operaciones en el polígono están en 
entredicho. Por un lado, la venta de suelo municipal a varias empresas 
(Relax, Construcciones Sagain y JML) muy por debajo del precio de 
mercado, además de la presunta doble inmatriculación de parcelas que 
acabaron en poder de Aranade. Finalmente, la fugaz aprobación de la 
sexta fase ha motivado la imputación de cuatro personas.

ALTO DE LA MUELA NORTE. La Policía investiga 
la venta de terrenos de la sociedad urbanística también por debajo del 
precio real, principalmente a la sociedad Ebrogán y a la propia Aranade. 
Otra compraventa multiplicó los beneficios del marido de la alcaldesa.

PUENTE SOBRE LA A-2. La alcaldesa y el concejal, 
detenidos, y un empresario, Isidro del V. C., están implicados en la 
adjudicación a Construcsa de esta infraestructura, en la que se pactaron 
cuantiosas comisiones a costa del Ayuntamiento.

DEPÓSITO DE AGUA. En esta instalación —aún sin 
construir— en Urcamusa participaron, además de Pinilla y Rodrigo 
Vela, el empresario Antonio Fando y el arquitecto municipal, Francisco 
Núñez. Están acusados por fraude y exacciones ilegales al desviar parte 
de las subvenciones recibidas del Gobierno de Aragón.

HOTEL ALTOVENTO. Impulsado por el empresario 
Vicente Rodrigo, el secretario y el arquitecto municipal participaron 
presuntamente en acelerar las licencias, mientras que también trató de 
influenciar Carmelo Aured.

U.E.-5. La alcaldesa, su marido y el ejecutivo de Sagain, Francisco 
Aramburu, están acusados de presunto uso de información privilegiada, al 
propiciar un pelotazo a través de la recalificación de suelo con beneficios 
muy cuantiosos.

U.E.-12. Una operación similar se produjo en este sector, en 
esta ocasión con Carmelo Aured, dos empresarios, el secretario y el 
arquitecto municipal (éstos, por la presunta participación encubierta en 
una sociedad) involucrados.

CIRCUNVALACIÓN. Julián de Miguel y Luis Mariano M. L. 
están acusados de presunto tráfico de influencias al intentar adjudicar 
esta infraestructura a una empresa, lo que no se llegó a fraguar.

LAS PRINCIPALES OPERACIONES
BAJO SOSPECHA

PAR Y PSOE HAN OPTADO 
POR ELUDIR CUALQUIER 
VALORACIÓN SOBRE LA 
OPERACIÓN MOLINOS

lamuela
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procede de un punto insospecha-
do al principio: el Ayuntamiento 
de Zaragoza. Y no de un concejal 
cualquiera, sino de Antonio Bece-
rril, un relevante actor en el seno 
de la cúpula provincial socialista y, 
hasta el 22 de abril, responsable de 
Infraestructuras, Participación Ciu-
dadana y de la sociedad Zaragoza 
Vivienda en el Consistorio de la ca-
pital. El ‘pecado’ de Becerril fue la 
información que transmitió en nu-
merosas ocasiones al primo de la 
alcaldesa imputado, Carmelo Au-
red, acerca de obras en Zaragoza.

¿Mecanismos de control?

Más allá de todas las responsabi-
lidades, la Operación Molinos ha 
hecho temblar los cimientos del 
urbanismo en Aragón, el mecanis-
mo establecido por los partidos po-
líticos para controlar el crecimien-
to de los municipios. 

No parece lógico, por ejemplo, 
que la aprobación o no de un po-
lígono industrial de más de cien 
hectáreas, que precisará de unas 
infraestructuras muy costosas 
(sufragadas en muchas ocasiones 
por todos los aragoneses) y que 
tiene un carácter irreversible, esté 
en manos de unas pocas personas 
altamente influenciables, como los 
decanos de colegios profesionales 
o los propios representantes polí-
ticos. 

Al hacer referencia al arquitecto 

municipal de La Muela, Francisco 
Núñez Castillo, los investigadores 
no dejan de lado que es socio en 
la empresa Arinser de Fausto Co-
menge y Javier Navarro Ruiz, que, 
a su vez, forman parte de la ponen-
cia técnica de la Comisión Provin-
cial del Territorio. Del mismo modo, 
resultan numerosas las referencias 
al vínculo que existía entre el di-

rector de la mencionada ponencia, 
Carlos Martín Rafecas, con varios 
de los imputados. Al cotejar este 
hecho con el dato de que fue el 
propio Martín Rafecas quien so-
licitó incluir en el orden del día, 
en la reunión de diciembre del año 
pasado, la delimitación de suelo 
para la sexta fase de Centrovía, las 
dudas sobre la equidad del proceso 
son inevitables.

Protestas vecinales

Al menos, no todo lo relacionado 
con la Operación Molinos provoca 
desasosiego. Es de agradecer que el 
encarcelamiento de María Victo-
ria Pinilla haya servido para des-
pertar a los vecinos de La Muela, 
que hasta ahora se dividían en tres 
grupos: los favorables a la alcalde-
sa, los indiferentes y los contrarios 
a su gestión. Estos, salvo honrosas 
excepciones, habían optado por 
guardar silencio para no encon-

trarse con problemas. Ahora, hasta 
ha nacido una asociación vecinal 
que ha pedido la dimisión de los 
concejales, la disolución del Ayun-
tamiento y la creación de una ges-
tora hasta las próximas elecciones, 
un paso inviable dada la comple-
jidad administrativa que conlleva. 
Cientos de personas se manifesta-
ron el pasado día 16 por las calles 

de La Muela bajo el lema ‘Basta ya 
de corrupción’, algo que dos meses 
atrás —cuando muchos aragoneses 
aún creían que en La Muela no 
se pagaba el agua y que los via-
jes a Sudamérica eran gratuitos y 
que los molinos de viento eran el 
sustento de los ingresos municipa-
les— hubiera resultado inimagina-
ble. Mientras, otra agrupación re-
cién nacida de características muy 
opuestas a la anterior, ya que pide 
apoyar al equipo de gobierno, ha 
eludido buscar el enfrentamiento, 
y de hecho ha elegido la denomi-
nación Vecinos por la Paz Social.

También ha mejorado el clima en 
la corporación, algo en lo que ha 
influido la llegada a la Alcaldía en 
funciones de Ana Cristina Mateo, 
que ha introducido hasta el mo-
mento un talante algo más dialo-
gante que el de su predecesora en 
prisión.  

UNA ASOCIACIÓN VECINAL PIDE LA DISOLUCIÓN 
DEL AYUNTAMIENTO Y CREAR UNA GESTORA

La Operación Molinos ha hecho temblar los cimientos del urbanismo en Aragón y los mecanismos para controlar el crecimiento de los municipios.
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